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INFORME DE IMPACTO POR RAZÓN DE ORIENTACIÓN SEXUAL, 
IDENTIDAD Y EXPRESIÓN DE GÉNERO RELATIVO AL PROYECTO DE 
ORDEN DE LA CONSEJERA DE FAMILIA, JUVENTUD Y POLÍTICA SOCIAL, 
POR LA QUE SE ESTABLECEN LOS REQUISITOS Y ESTÁNDARES DE 
CALIDAD PARA LA ACREDITACIÓN DE LOS CENTROS Y SERVICIOS DE 
ATENCIÓN SOCIAL QUE FORMEN PARTE DEL SISTEMA PÚBLICO DE 
SERVICIOS SOCIALES DE LA COMUNIDAD DE MADRID, EN EL ÁMBITO DE 
LA PROMOCIÓN DE LA AUTONOMÍA PERSONAL Y LA ATENCIÓN A LAS 
PERSONAS EN SITUACIÓN DE DEPENDENCIA. 
 
La Ley 2/2016, de 29 de marzo, de Identidad y Expresión de Género e Igualdad Social 
y no Discriminación de la Comunidad de Madrid, establece en su artículo 45 que las 
normas y resoluciones de la Comunidad de Madrid incorporarán la evaluación del 
impacto sobre la identidad de género en el desarrollo de sus competencias, para 
garantizar la integración del principio de igualdad y no discriminación por razón de 
identidad de género o expresión de género. 
 
Por su parte, la Ley 3/2016, de 22 de julio, de Protección Integral contra la LGTBIfobia 
y la Discriminación por Razón de Orientación e Identidad Sexual en la Comunidad de 
Madrid establece los principios, medidas, instrumentos y procedimientos para garantizar 
el derecho de toda persona a no ser discriminada por razón de su orientación sexual o 
su identidad o expresión de género. En su artículo 21 establece que la Comunidad de 
Madrid, en el marco de sus competencias, incorporará la evaluación de impacto sobre 
orientación sexual e identidad de género para garantizar la integración del principio de 
igualdad y no discriminación a las personas LGTBI. Para ello, todas las disposiciones 
legales o reglamentarias de la Comunidad de Madrid deberán contar con carácter 
preceptivo con un informe sobre su impacto por razón de orientación sexual, identidad 
o expresión de género por quien reglamentariamente se determine. 
 
Dicho informe deberá ir acompañado de los indicadores pertinentes en materia de 
diversidad sexual, identidad de género, mecanismos y medidas destinadas a paliar y 
neutralizar los posibles impactos negativos que se detecten sobre personas LGTBI, así 
como a reducir o eliminar las diferencias encontradas, promoviendo la igualdad y la no 
discriminación por razón de orientación sexual e identidad o expresión de género. 
 
El Decreto 52/2021, de 24 de marzo, del Consejo de Gobierno, por el que se regula y 
simplifica el procedimiento de elaboración de las disposiciones normativas de carácter 
general de la Comunidad de Madrid, y las Instrucciones Generales para la aplicación 
del procedimiento para el ejercicio de la iniciativa legislativa y de la potestad 
reglamentaria del Consejo de Gobierno, aprobadas mediante Acuerdo del Consejo de 
Gobierno de 5 de marzo de 2019, tienen por objeto precisar los diferentes trámites que 
conforman el procedimiento para el ejercicio de la iniciativa legislativa y la potestad 
reglamentaria, en el marco de lo dispuesto en el Título VI de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas y en 
el artículo 26 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, con la finalidad de 
facilitar su correcta aplicación y de disponer de un régimen propio de acuerdo con la 
capacidad de auto organización de la Comunidad de Madrid. 
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En virtud de lo establecido en los citados preceptos e instrucciones generales y de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 13.2.c) del Decreto 208/2021, de 1 de 
septiembre, del Consejo de Gobierno, por el que se establece la estructura orgánica de 
la Consejería de Familia, Juventud y Política Social, se requiere a la Dirección General 
de Igualdad la emisión de informe de impacto social en materia de orientación sexual, 
identidad y expresión de género en relación al proyecto de orden de la Consejera de 
Familia, Juventud y Política Social, por la que se establecen los requisitos y estándares 
de calidad para la acreditación de los centros y servicios de atención social que formen 
parte del Sistema Público de Servicios Sociales de la Comunidad de Madrid, en el 
ámbito de la promoción de la autonomía personal y la atención a las personas en 
situación de dependencia. 
 
A este respecto, y por lo que al presente informe interesa, debe destacarse lo 
establecido en el artículo 36 de la Ley 2/2016, de 29 de marzo: 
 

1. Las personas trans mayores tienen derecho a recibir de los servicios públicos 
sociales de la Comunidad de Madrid una protección y una atención integral para 
la promoción de su autonomía personal y del envejecimiento activo, que les 
permita una vida digna e independiente y su bienestar social e individual, así 
como a acceder a una atención gerontológica adecuada a sus necesidades, en 
el ámbito sanitario, social y asistencial. 

2. Las personas trans mayores tendrán derecho al acogimiento en residencias 
adecuadas a su género y a recibir trato que respete, tanto en su individualidad, 
intimidad, y especialmente, su identidad de género. En todo caso, la 
identificación del residente trans frente al personal del centro, a los demás 
residentes o a terceros, aun cuando éste no haya procedido a la rectificación en 
el Registro Civil de la mención de sexo, habrá de respetar la identidad de género 
del mismo, con independencia del nombre y sexo reflejado en su expediente. 

3. Las residencias de la tercera edad, tanto públicas como privadas, garantizarán 
el derecho a la no discriminación de personas en atención a su identidad y/o 
expresión de género, ya sea en su individualidad como en su relación 
sentimental. 

Por otra parte, a tenor de lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 9 de la Ley 3/2016, 
de 22 de julio, la Comunidad de Madrid adoptará las medidas necesarias para garantizar 
la protección de los derechos de las personas LGTBI con discapacidad, en situación de 
dependencia o especialmente vulnerables por razón de edad. Los centros, residencias 
y servicios de atención a estas personas, públicos o privados, adoptarán las medidas 
necesarias para que los espacios o equipamientos identificados en función de sexo 
puedan utilizarse sin que se produzca ningún tipo de discriminación. Asimismo, en su 
apartado 5 establece que la Comunidad de Madrid velará porque no se produzcan 
situaciones de discriminación de las personas LGTBI especialmente vulnerables por 
razón de edad, fomentando el respeto a la diversidad en lo relativo a la orientación 
sexual, la identidad de género o la expresión de género entre los usuarios de los 
servicios sociales. Las residencias de la tercera edad, tanto públicas como privadas, 
garantizarán el derecho a la no discriminación de personas LGTBI, ya sea tanto en su 
individualidad como en su relación sentimental. Así como la garantía de la continuidad 
de los tratamientos hormonales de las personas transexuales que así lo requieran. 

Examinado el contenido del proyecto normativo objeto de este informe, en su artículo 
3.1 se establece que el funcionamiento de los centros y servicios de atención social que 
formen parte del Sistema Público de Servicios Sociales, en el ámbito de la autonomía 
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personal y la atención a las personas en situación de dependencia, debe seguir el 
modelo de atención integral centrada en la persona y tener en cuenta los siguientes 
principios generales:  

a) La dignidad y el respeto a la persona. En cualquier relación de cuidado se 
requiere de un enfoque ético que proteja y eleve la dignidad de las personas en 
todos los ámbitos de su vida y a lo largo de todo el ciclo vital. Por ello, cada 
persona merece ser tratada siempre con respeto y consideración, garantizando 
que recibe un buen trato. Se deben conocer y respetar los derechos humanos y 
libertades de las personas usuarias, de sus familiares y del personal de apoyo. 
Un trato digno significa promover contextos que dignifiquen la vida de las 
personas y velen por el ejercicio de sus derechos, en términos de igualdad de 
oportunidades, igualdad de trato, libertad de elección, autodeterminación, control 
de su propia vida y respeto a su intimidad y privacidad. Asimismo, la prestación 
de los apoyos sin discriminación por razón de sexo, origen racial o étnico, 
religión o creencias, discapacidad, edad y orientación e identidad sexual. Este 
principio también incluye la reducción de restricciones y la eliminación de 
sujeciones.  

Todo ello conforme a lo dispuesto en la Ley 2/2016, de 29 de marzo, y en concordancia 
con lo dispuesto en la Ley 3/2016, de 22 de julio, si bien, se sugiere que en vez de “por 
razón de orientación e identidad sexual”, se utilice la terminología más correcta de “por 
razón de orientación sexual, identidad o expresión de género”. 

 

CONCLUSIONES 
 

Analizado el proyecto de orden de la Consejera de Familia, Juventud y Política Social, 
por la que se establecen los requisitos y estándares de calidad para la acreditación de 
los centros y servicios de atención social que formen parte del Sistema Público de 
Servicios Sociales de la Comunidad de Madrid, en el ámbito de la promoción de la 
autonomía personal y la atención a las personas en situación de dependencia, se 
aprecia un impacto positivo por razón de orientación sexual, identidad o expresión de 
género. 

 
Madrid, a fecha de firma 

LA DIRECTORA GENERAL DE IGUALDAD 
P.S. EL SUBDIRECTOR GENERAL DE ATENCIÓN 

A LA DIVERSIDAD DE GÉNERO 
(Resolución de 23/03/23, del Viceconsejero de Familia, 

Juventud y Política Social) 
 


